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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 13 de septiembre de 2018

ASUNTO

I{ecurso de agravio conslitucional interpueslo por la Dirección Regional de

Educación dcl Cusco contra la rcsolución de fojas 23 1, de f'echa I de octubre de 2015,,

expedida por la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia del Cusco, que declaró
nfundada la demanda de autos

NDAMENTOS

En la scntencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
oñcial .L7 Peruano el 29 de agosto de 2014, este 'l'ribunal estableció, en el
fundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
denegatoria, dictada sin más trámite. cuando se presente alguno de los siguientes
upuestos, que igualmente están contenidos en el ar1ículo ll del Reglamento

Normativo del 'l'ribunal Constitucional, los cuales se presentan cuando

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cucstión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

trascendencia constitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

3. Erpresado de otro modo, y teniendo en cuenta 1o precisado er, el firndarner.rto 50 de
la scntcncia cmitida cn cl Expediente 00987-2014-PA/TC, una cuestión no reviste
especial trascenclencia constitucional en los sigr"rientes casos: (1) si una futt¡ra

2. En cl presente caso? se evidencia que el recurso de agravio no está referido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto. un
recurso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con cl contenido
constilucionalmente protegido de un derecho fundamental; cuando versa sobre un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, finalmcntc,
cuando 1o pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.
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resolución del Tribunal Constitucional no soluciona algún contlicto de relevancia
constitucional, pues no existe lesión que comprometa el derecho fundamental
involucrado o se trata de un asunto quc no corresponde resolver en la vía
onstitucional; o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera urgente el derecho

onstitucional invocado y no median razoncs subjetivas u objetivas que habiliten a
este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de fondo

La recurrente interpone recurso de agravio constitucional solicitando que se declaren
nulas: i) la Resolución 16, de fecha 23 de seticmbrc dc 2011, que al declarar fundada
la demanda de desalojo por ocupación precaria ordenó clue se desocupe y restituya el
predio materia de litis; ¡, ii) todas las demás resolucioncs rccaídas en dicho proceso

interpuesto por don Víctor Kelli Thomas contra doña Constantina Quispe Limachi y
otros (Expediente 00273-2010-0-1014-JM-Cf-01). El rccurrcntc argumenta qLle aLln

cuando se encuentra en posesión del inmueble materia de litis, en el cual lunciona la
I.E. 50890 Cadena de la Jurisdicción del distrito de Camanti, provincia de

Qtiispicanchi, no se la integró al proceso ni se la notificó del auto de desalojo. Por
ello, considera que se han vulnerado sus derechos a la tutela proccsal cfcctiva y al
deb

-proceso, 
en su manitbstación del derecho a la deflensa.

Si bien es cierto que se ha alegado Ia vulneración de los derechos a la tutela procesal
efectiva y al debido proceso, resulta evidente quc la prctcnsión está dirigida a que el
juez constitucional se pronuncie sobre materias ajenas a su competencia, tales como
la tr-rtcla de la posesión. La demandante se opone a desocupar o restituir la posesión
del inmueble 1al como se ha dispuesto en e1 proceso recaído en el Expedienfe 273-
2010, cl cual cuiminó con la Resolución 16, de f'echa 23 de setiembte de 2011 (f.
12), clue declaró lundada la demanda de desalojo por ocupación precaria interpuesta
por Thomas Víctor Kelly contra Constancia Quispe Limachi y otros, ser-rtencia que
fue declarada consenlida mediante la Resolución I 7. de fecha 12 de octubre de 201 1 .

6. A1 respecto. cabe recordar que si bien el derecho de propiedad goza de

reconocimiento y protección constitucional. no todos los aspectos de dicho atributo
fundamcntal pucdcn considcrarsc dc rclcvancia constitucional. Esto sucede
precisamente con la posesión, la cual, no obstante conñgurarse como uno de los
clcmcntos quc integran la propiedad, no peftenece al núcleo duro o contenido
esencial de esta, por lo que carece de protección en sede constitucional. Siendo ello
así, dado que en el presente caso la controversia planteada por 1a recurrente gila en

torno a su derecho de posesión. el recurso debe ser desestimado por carecer de

transcendencia constitucional.
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Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional. con la autoridad que le
conflere la Constitnción Política del Perú, ¡, el fundamento de voto del rnagistrado

Espinosa-Saldaña Barrera, que se agrega.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

Publiquese y notitiqucsc.

SS.

RAMOS NÚÑEZ
LEDESMA NARVÁEZ
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

Lo que certl¡lco:
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7. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 6 supra, se verilica que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del ñrndamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del artÍculo 11 del Reglamcnto Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedcntc
ei recurso de agravio constitucional.
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA
BARRERA

Cloinciclo con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero

necesario señalar 1o siguiente:

1. Nuestra responsabilidad como jueces constitucionales del Tribunal Constitucional
peruano incluye pronunciarse con resoluciones comprensibles, y alavez, rigurosas

técnicamente. Si no se toma en cuenta ello, el Tribunal Constitucional falta a su

responsabilidad institucional de concretización de la Constitución, pues debe

hacerse entender a cabalidad en 1a compresión del ordenamiento jurídico conforme

a 1os principios. valores y demás preceptos de esta misma Constitución'

2. En ese scntido, deseo hacer ciertas anotaciones en io concerniente a la noción de

"contenido esencial" que aparece en el fundamento 6. Pues, cn Ia sentencia se

utiliza la locución "núcleo duro o contenido esencial" para hacer referencia a una

porción de cada derccho fundamental que "merece protección a través del proceso

de amparo", a dilerencia de otros ámbitos que, si bien fornan parte del derecho, no

están incluidos su "contenido esencial" y, por ende, no merecerían tutela a través

del proceso de amparo, por tratarse de contenidos tienen origen más bien en la ley
(ios llamados contcnido "no esencial" o "adicional").

3. Al respecto, conviene además tener presente que en la jurisprudencia de este

Tribunal se encuentra que la expresión "contenido esencial" se ha usado de distinto

modo. En especial, ha sido entendida como lÍmite infranqueable, determinado aó

initio, para el legislador de los derechos fundamentales; como un contenido

iusfundamental que solo puede hallarse tras realizar un examen de

proporcionalidad; o como aquel contenido iusfundamental protegido directamente
por la Constitución que permite la procedencia del amparo, entre otros usos.

4. En lo que concierne al uso que se le da en esta scntencia. dicha comprensión ha

requerido que este órgano colegiado establezca "listas" de contenidos

iusfundamentales, a través de las cuales cl Tribru-ral instituye cuáles ámbitos del

derecho considera como parte del contenido esencial y cuáles quedan fuera. Esta

operación, qué duda cabe, es sumamente discrecional, y por ello, corre el riesgo de

devenir en arbitraria, máxime si nos encontramos ante derechos de configuración
legal como el derecho a la pcnsión. Además de ello, su consecuencia es que se

presentan casos en lo que algunos contenidos, los cualcs realmente lbrman parte de1
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derecho, y por ende merecerían protección a través del amparo, han quedado

cxcluidos dé esta posibilidad de tutela urgente pues no fueron incluidos en la

<iecisión del Tribunal Constitucional. Esto ha pasado, por ejemplo, con respecto de

algunas personas de edad avanzada, a quienes este Tribunal ha tutelado su derecho

a ácceder a una pensión. pese a no encontrarse denÍo de los supuestos considerados

como "contenido esencial" del derecho a la pensión. Por el contrario, sigue

excluyendo de tutela aquellos casos en los que se demanda acceder a pensiones

mayores de 415 nuevos soles, a pesar de que el "mínimo vital" que en su momento

justificó establecer la mencionada cifra, ha variado notoriamente.

Al respecto, y como hemos explicado en otras oportunidades, consideramos que

esta noción de "contenido esencial" suele generar confusión y no aporta mucho más

quc la noción de "contenido de los derechos", a secas. Téngase presente que,

finalmente, la expresión utilizada por el Código Procesal Constitucional es la de

"conteniclo constitucionalmente protegido" de los derechos.

6. En este sentido, considelamos que casos como el presente podrían analizarse a

partir del análisis sobre la relevancia constitucional del caso, fórmula establecida

en la STC 02988-2013-A4, tomando en consideración reiterada jurisprudencia del

Tribunal Constitucional. Allí se recordó que tanto el artÍculo 5, inciso 1, como el

artículo 38 del Código Procesal Constitucional prescriben la improcedencia de la

demanda si esta no está dirigida a la defensa de ámbitos protegidos por derechos

constitucionales. Con más detalle, se indicó que su determinación requiere,

básicamentel:

(1) Verificar que existe \fia norma de derecho constitucional pertinente para el

caso (es decir, una interpretación válida de disposiciones que reconocen

derechos constitucionales). Esto exige encontrar, primero, una disposición

(enunciado normativo) que reconozca el derecho fundamental invocado, que

puede ubicarse tanto en la Constitución, como en los tratados de derechos

humanos, en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional o en la.iurisprudencia

supranacional vinculante para el Estado peruano. Seguidamente, será necesario

establecer las normas (interpretaciones, significados) que se desprendan

válidamente de las disposiciones que reconocen derechos, de tal forma que

pueda reconocerse qué protege realmente el derecho invocado.

t Con marices, cfr. STC Exp. N" 00665-2007-PA/TC, f. j. 5.a y b, STC Exp. N' 06218-2007-HC/TC, f. j
10
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Ahora bien, esto de ninguna forma descafta Ia posibilidad de que se tutelen

dcrechos constitucionales no reconocidos de modo expreso (derechos implícitos

o no enumerados); sin embargo, en tal caso será necesario vincular

interpretativamente el derecho invocado en la demanda con 1o dispuesto en la

cláusula constitttcional que reconoce los derechos fundamentales no enumerados

(ar-tículo 3 de la Constitución2).

Asimismo, de 1o anterior no se desprende que los derechos constitucionales de

desarrollo legal queden desprotegidos; al respecto, debe tenerse en cuenta que,

en general. 1os derechos constitucionales siempre son desafrollados, concretados

o actualizados por los jueces y el poder político (legislativo y administrativo),,

sin que e1lo contradiga o disminuya su naturaleza iusfundamental. Solo en caso

que la legislación de desarrollo rebalsc el ámbito constitucionalmente protegido

de un derecho, que se trate de derechos de origen lcgal, o si el contenido del

dcrecho merece protección en otta vía (lo que corresponderá ser analizado a

partir de otra causal de improceclencia) se declarará improcedente la demanda3.

(2) Constatar que el demandante se beneficie dc la posición jurídica amparada

por la norma iusfundamental encontrada. Es decir, luego de analizado el ámbito

protegido dcl derecho, debe determinarse si lo alegado en la demanda (en la
pretensión, en 1os hechos descritos) son subsumibles en el ámbito normativo del

derccho, describiéndose a estos efectos quién es el titular del derecho (sujeto

activo), el obligado (sujeto pasivo) y la concreta obligación iusfundamental. En

otras palabras, es necesario acreditar la titularidad del derecho, más aun, ]a
existencia de una "relación jurídica de derecho fundamental"a.

(3) Finalmente, debe verificarse que la afectación o restricción cuestionada

incida en el ámbito protegido por cl derecho invocado, cuando menos de modo

preliminar o prima facie, es decir, sin necesidad de ingresar a arralizar el fondo

2 Constitución Política del Perú
,,Articulo 3.- La enumeración de los derechos establecidos en este capítulo no excluye los demás que la

Constitución garanfiza, ni otros de naturaleza análoga o que se fundan en la dignidad del hombre, o en los

principios de soberania det pueblo, del Estado democrático de derecho y de la forma republicana de

gobierno."

'Cfr. STC Exp. No 03227-2007-PAlrC, f. j.3; RTC Exp. N" 9096-2006-PAITC,f.i.2'
a Clr., mutatis mtttandis, RTC Exp. N" 01581-201g-PHD/'IC, f. j. 6, STC Exp. No 01417-2005-AAiTC, f.
i 1\ -11
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del caso. En efecto, a través de esta causal de improcedencia no se trata de

demostrar la existencia de una intervención justificada o ilegÍtima (1o que solo se

conocerá con cefteza al finalizar el proceso constitucional), sino de descartar que

estemos ante un caso de "afectación aparente", en la medida que Ia lesión o
arnenaza, si bien perturba de alguna forma intereses del actor, finalmente no

incide en ningún contenido constitucionalmente relevante.

7. Ade¡rás de ello, debe tenerse cn cuenta que en algunos casos excepcionales este

análisis de relevancia iustundamental puede ser insuf,tciente; por ejemplo: cuando la

Constitución prevé excepciones al ejercicio del relerido derecho; cuando la

interpretación que se hace de la disposición que reconoce el derecho es irrazonable

o absurda; cuando la demanda reivindica un contenido manifiestamente ilícito y tal

ilicitud no es puesta en duda; cuando la titularidad del derecho requiere, de modo

necesario, condiciones adicionales de aplicación; cuando se busca tutelar un ámbito

aparentcmente protegido, pero que el Tribunal Constitucional ha excluido

expresamente en su.jurisprudencia de observancia obligatoria, entre situaciones que

casuísticamente puedan presentarse. En este supuesto, atendiendo al caso concreto,

será necesario tener en cuenta consideraciones adicionales al exatnen de tres pasos

señalado supra, para determinar si 1o alegado hace referencia al contenido

constitucionaimente plotegido del derecho invocado, y con ello resolver la
procedencia de la demanda.

8. Consideramos que a partir de este análisis puede determinarse, de manera ordenada

y con coherencia conceptual, si la afectación o la amenaza alegada en una demanda

incide realmente en el contenido protegido por el derecho fundamental invocado y,

en ese sentido , si prima .facie merece tutela a través de un proceso constitucional;
prescindiéndose, pues, de nociones equívocas como la de "contenido esencial"'

9. Esto, desde luego, sin perjuicio de que casos auténticamente referidos al contenido

constitucionalmente protegido de los derechos fundamentales que se invocan

f,rnalmente puedan ser declarados improcedentes, en atención a las otras causales de

improcedencia contenidas también en el Código Procesal Constitucional.

S.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

Lo que certlflco:
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